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Voto particular que formula el Magistrado don Fernando
García-Mon y González-Regueral a la Sentencia dictada

en el recurso de amparo núm. 343/95

Entiendo, con el debido respeto a la opinión de la
mayoría, que el recurso de amparo fundado principal-
mente en la vulneración del derecho a la tutela judicial
efectiva por falta de motivación de la Sentencia impug-
nada, ha debido ser estimado por cuanto, según resulta
de la propia Sentencia aprobada por la mayoría, en la
dictada en la apelación no se concretan e individualizan,
como hace ahora nuestra Sentencia, los motivos deses-
timatorios de la alzada. En mi criterio, la limitación cons-
titucional a los derechos fundamentales que tutela el
recurso de amparo, no permite a este Tribunal examinar
desde el plano de la legalidad ordinaria la corrección
o el acierto o desacierto de las resoluciones judiciales.
Si se han vulnerado o no los derechos fundamentales
denunciados en el amparo, es la única misión que nos
corresponde.

Así resulta no sólo de lo dispuesto en el art. 41 de
nuestra Ley Orgánica, sino del art. 54 de la misma, a
cuyo tenor:

«Cuando la Sala conozca del recurso de amparo
respecto de decisiones de los Jueces y Tribunales
limitará su función a concretar si se han violado
derechos o libertades del demandante y a preservar
o restablecer estos derechos o libertades y se abs-
tendrá de cualquier otra consideración sobre la
actuación de los órganos jurisdiccionales.»

Pues bien, el cumplimiento de ese precepto y el man-
tenimiento de la doctrina de este Tribunal que se cita
en el último apartado del fundamento jurídico 5.o, con-
ducía a la estimación del amparo.

En efecto, que la Sentencia impugnada no individua-
liza la desestimación de cada uno de los cinco motivos
en que se apoyó el recurso de apelación, resulta con
evidente claridad del fundamento de la Sentencia impug-
nada que se reproduce en el antecedente 2.o, aparta-
do G), de nuestra Sentencia, en relación con los cinco
motivos del recurso de apelación que se enumeran en
el apartado F) del mismo antecedente. Todos ellos caen
por la argumentación genérica que, como tal, es contraria
a la doctrina de las SSTC 177/1994 y 26/1997 que
citamos en el fundamento quinto. El hecho de que la
Sentencia aportada por el recurrente dictada por la mis-
ma Sección de la Audiencia Provincial de Málaga, para
demostrar que la argumentación genérica servía para
fundar la desestimación de dos recursos distintos, no
se desvirtúa porque en una de ellas —la que resolvió
esta apelación— se diga que «no se han infringido dere-
chos fundamentales», mientras que en la otra —la apor-
tada por el recurrente— se aluda a la «inexistencia de
legítima defensa». Tan genérica es una fórmula como
la otra. Discrepo, pues, de lo que decimos en el apar-
tado A) del fundamento jurídico 6.o La Sentencia apor-
tada justifica lo pretendido por el actor; es decir, lo mismo
que la aquí impugnada, no demuestra que la resolución
recaída en la instancia haya sido realmente revisada por
el Tribunal de apelación.

Pero es que, además, como ya he apuntado, la fun-
damentación de la Sentencia de la mayoría para deses-
timar el recurso de amparo tiene que examinar, haciendo
un análisis que no nos corresponde, que la argumen-
tación de la Sentencia que fue objeto del recurso de
apelación, no incidía en los diferentes motivos que se
alegaron en dicho recurso. Precisamente esa era la labor
que debió realizar el Tribunal de apelación y, porque
no lo hizo, le suple este Tribunal en un análisis que,
por ser de legalidad ordinaria, no nos corresponde. Si
la función del Tribunal Constitucional tiene que limitarse

a concretar si se han violado derechos o libertades fun-
damentales, absteniéndose «de cualquier otra conside-
ración sobre la actuación de los órganos jurisdiccionales»
(art. 54 LOTC), el análisis que hacemos de la Sentencia
de primera instancia no se acomoda a ese precepto.
Trasladar la argumentación genérica y estereotipada de
la Sentencia impugnada a cada uno de los motivos de
la apelación, excede de nuestra función constitucional
para adentrarse, a mi juicio, en materia de legalidad ordi-
naria que no nos corresponde revisar.

Entiendo por ello que ha debido estimarse el recurso
de amparo para que, anulada la Sentencia impugnada,
fuera el Tribunal de apelación el que hiciera la concreción
e individualización que, respecto de cada uno de los
motivos del recurso de apelación, hacemos nosotros asu-
miendo funciones que no nos corresponden.

Madrid, a veintiocho de septiembre de mil novecien-
tos noventa y ocho.—Fernando García-Mon y Gonzá-
lez-Regueral.—Firmado y rubricado.

24932 Sala Segunda. Sentencia 186/1998, de 28
de septiembre de 1998. Recurso de amparo
1.358/1995. Contra Sentencia condenatoria
por sendos delitos de robo y otro de atentado,
dictada por la Audiencia Provincial de Almería,
por la que se revocó parcialmente la del Juz-
gado de lo Penal núm. 2 de dicha provincia.
Vulneración del derecho a la tutela judicial
efectiva: indefensión con relevancia consti-
tucional.

La Sala Segunda del Tribunal Constitucional, com-
puesta por don José Gabaldón López, Presidente, don
Fernando García-Mon y González Regueral, don Julio Die-
go González Campos, don Carles Viver Pi-Sunyer y don
Tomás S. Vives Antón, Magistrados, ha pronunciado

EN NOMBRE DEL REY

la siguiente

SENTENCIA

En el recurso de amparo núm. 1.358/95, promovido
por don Juan Antonio Pérez Tijeras, representado por
el Procurador don Carlos Mairata Laviña y asistido por
el Letrado don Francisco Torres Martínez, contra la Sen-
tencia dictada por la Audiencia Provincial de Almería,
de 1 de marzo de 1995, por la que se revoca la del
Juzgado de lo Penal núm. 2 de los de dicha provincia,
de fecha 11 de noviembre de 1994. Ha intervenido el
Ministerio Fiscal, siendo Ponente el Magistrado don Julio
Diego González Campos, quien expresa el parecer de
la Sala.

I. Antecedentes

1. Mediante escrito registrado ante este Tribunal el
día 12 de abril de 1995, la representación procesal de
don Juan Antonio Pérez Tijeras interpuso el recurso de
amparo del que se ha hecho mención en el enca-
bezamiento.

2. La demanda de amparo se fundamenta en los
siguientes hechos:

A) El recurrente en amparo fue condenado median-
te Sentencia del Juzgado de lo Penal núm. 2 de los
de Almería, de 11 de noviembre de 1994, por la comisión
de sendos delitos de robo con violencia en las personas
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y utilización ilegítima de vehículos de motor, siendo
absuelto, en cambio, del delito de atentado del que tam-
bién había sido acusado por parte del Ministerio Fiscal.

B) Frente a dicha Sentencia interpuso recurso de
apelación, el cual fue admitido por el Juzgado mediante
providencia fechada el 19 de diciembre de 1994.

El Ministerio Fiscal, por su parte, recurrió la Sentencia
igualmente en apelación, recurso que también fue admi-
tido a trámite por providencia del Juzgado de 16 de
enero de 1995.

Esta última providencia, junto al testimonio del escrito
de impugnación del Fiscal, fue notificada al recurrente
con fecha 19 de enero de 1995, pero sin que en la
misma se le concediera plazo alguno para oponerse al
recurso del Fiscal. La providencia, en concreto, tenía el
siguiente contenido: «Se tiene por interpuesto en tiempo
y forma recurso de apelación contra la Sentencia dictada
en esta causa, por el Ministerio Fiscal. Una vez notificada
la Sentencia a las demás partes, y transcurrido el plazo
de apelación, dése cuenta para proveer sobre la trami-
tación del recurso».

C) Posteriormente, el Juzgado dictó nueva providen-
cia, de 23 de enero de 1995, por la que se daba traslado
a las demás partes del recurso interpuesto por el Minis-
terio Fiscal a los efectos de su impugnación o adhesión.

Dicha providencia, según afirma el recurrente, no fue
notificada a ninguna de las partes, lo que aparece corro-
borado por la diligencia de constancia emitida por el
Secretario del Juzgado de lo Penal con fecha 14 de
julio de 1995, en la que literalmente se afirma que «no
consta haberse practicado las diligencias de notificación
de la resolución de fecha 23 de enero de 1995».

La providencia de 6 de febrero de 1995, por la que
se acordó la elevación de las actuaciones a la Audiencia
Provincial, afirma el recurrente que tampoco le fue noti-
ficada, aunque sobre este extremo no aporta certificación
alguna acreditativa de la omisión.

D) La Sentencia de la Audiencia Provincial de Alme-
ría, dictada el día 1 de marzo de 1995, estimó parcial-
mente el recurso del Ministerio Fiscal, condenando al
demandante también por el delito de atentado del que
había sido absuelto en la primera instancia.

3. Considera la parte recurrente en amparo, en sín-
tesis, que la condena impuesta por dicha resolución judi-
cial ha vulnerado sus derechos fundamentales a la tutela
judicial efectiva, a la defensa y a un proceso con todas
las garantías, todos ellos reconocidos en el art. 24 C.E.,
por cuanto la misma ha sido dictada sobre la sola base
de las alegaciones contenidas en el recurso de apelación
interpuesto por el Ministerio Fiscal, recurso que el ahora
demandante de amparo no tuvo la oportunidad de con-
testar al no habérsele conferido plazo alguno para for-
mular sus alegaciones de oposición a la pretensión del
Ministerio Público, tal y como preceptivamente establece
el art. 795.4 L.E.Crim.

En virtud de lo expuesto, solicita de este Tribunal
que declare la nulidad de la impugnada Sentencia de
la Audiencia Provincial de Almería, y retrotraiga las actua-
ciones para que, previo traslado del escrito de apelación
del Ministerio Fiscal, se le confiera el plazo legalmente
establecido para impugnar el mismo.

4. El 22 de septiembre de 1995, la Sección dictó
providencia de admisión a trámite del recurso, requi-
riendo a los órganos judiciales de procedencia la remi-
sión de las actuaciones y el emplazamiento de quienes
hubieran sido parte en el proceso de que trae causa
el presente recurso de amparo.

5. Por otra providencia de la misma fecha, la Sec-
ción acordó la apertura de la pieza separada de sus-
pensión, otorgando a las partes el correspondiente plazo
para efectuar alegaciones.

En dicho trámite, la demandante insistió en su inicial
solicitud de suspensión, mientras que el Ministerio Fiscal
postuló la aceptación parcial de dicha pretensión, limi-
tada a la suspensión de las penas privativas de libertad,
accesorias y de privación del permiso de conducir, mas
no así la de las indemnizaciones y costas. La Sala,
mediante Auto de fecha 23 de octubre de 1995, acordó
la suspensión en los términos solicitados por el Ministerio
Público.

6. Por providencia de 27 de noviembre de 1995,
la Sección acordó tener por recibidas las actuaciones
judiciales solicitadas y la apertura del trámite de ale-
gaciones previsto en el art. 52 LOTC.

A) El demandante en amparo, a través de escrito
registrado ante este Tribunal el día 28 de diciembre
de 1995, se limitó a reiterar los hechos y fundamentos
de Derecho inicialmente consignados en su escrito de
demanda.

B) El Ministerio Fiscal, en cambio, instó la desesti-
mación del recurso mediante escrito registrado el 27 de
diciembre de 1995, donde, en primer término, recuerda
que «el concepto de indefensión con dimensión cons-
titucional, en cuanto exige para su apreciación que sea
material, es decir, que la indefensión sea real, lo que
no sucede cuando existe una infracción procesal que apa-
rentemente es constitutiva de indefensión pero que sólo
lo es en apariencia porque no vulnera el derecho fun-
damental de defensa».

En el presente caso —prosigue el representante del
Ministerio Público— es cierto que la providencia de 23
de enero de 1995 no fue notificada al recurrente. Sin
embargo, también es evidente que la providencia de 16
de enero de 1995, por la que se admite el recurso del
Ministerio Fiscal y se da traslado del mismo a las res-
tantes partes, incurre en el error de ordenar de nuevo
la notificación a las partes de la Sentencia dictada en
primera instancia, error que «tuvo que detectarlo el actor
al notificarle la citada providencia», por lo que «el
recurrente debió entender que el traslado del escrito
del Ministerio Fiscal, en lugar de la Sentencia que ya
se había notificado, se realizaba con la finalidad de que
fuere conocido por las partes y pudiera ser impugnado
si se estimaba pertinente. Esta afirmación se acredita
y prueba porque uno de los condenados en la instancia,
dentro del plazo legal, impugna el día 24 de enero
de 1995 el recurso del Ministerio Fiscal, es decir, que
el Procurador de dicho condenado entendió claramente
que el traslado del recurso del Ministerio Fiscal se daba
con el fin de examinarlo e impugnarlo si se creyere con-
veniente, y así lo hizo, y no podemos olvidar que el repre-
sentante procesal del recurrente en amparo es el mismo
que el del condenado que impugnó el recurso».

En definitiva, concluye, la infracción procesal habida
«no produce indefensión porque no impidió al actor la
impugnación del recurso del Fiscal al ser la primera pro-
videncia fácilmente detectable para técnicos en derecho,
tener el recurrente dirección jurídica y representación
procesal y ser la providencia no notificada una mera
repetición de la primera providencia por lo que su falta
de notificación carece de trascendencia constitucional
al no haber producido indefensión material».

7. Por providencia de 24 de septiembre de 1998,
se señaló para deliberación y votación de la presente
Sentencia el día 28 del mismo mes y año.

II. Fundamentos jurídicos

1. El presente recurso de amparo se dirige frente
a la Sentencia dictada por la Audiencia Provincial de
Almería, de 1 de marzo de 1995, a la que el recurrente
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imputa la lesión conjunta de sus derechos fundamentales
a la tutela judicial efectiva, a la defensa y a un proceso
con todas las garantías.

En la citada Sentencia se estima parcialmente el recur-
so de apelación que el Ministerio Fiscal había promovido
frente a la dictada por el Juzgado de lo Penal núm. 2
de los de Almería, de fecha 11 de noviembre de 1994,
en la que se condenaba al recurrente por la comisión
de sendos delitos de robo con violencia en las personas
y utilización ilegítima de vehículos de motor, pero se
le absolvía, en cambio, del delito de atentado, del que
también había sido acusado. Absolución que ha sido
revocada en segunda instancia como consecuencia del
recurso del Fiscal, condenándosele también por este últi-
mo delito.

Según se sostiene en la demanda de amparo, el
recurrente no ha podido defenderse frente a la preten-
sión condenatoria formulada en la vía de apelación por
el Ministerio Fiscal, por cuanto, si bien el escrito de inter-
posición del recurso llegó de hecho a su poder al adjun-
tarse el mismo con la notificación de la providencia, de
16 de enero de 1995, que procedía a admitir a trámite
el recurso, no se le otorgó, en cambio, el traslado formal
del mismo ni, sobre todo, se le confirió el plazo de diez
días para adherirse u oponerse al recurso previsto en
el art. 795.4 L.E.Crim., al no haberle sido notificada la
posterior providencia, de 23 de enero de 1995, que
ordenaba el cumplimiento del referido trámite de adhe-
sión u oposición. Con tal ausencia de notificación se
le privó de toda posibilidad de cuestionar o contradecir
la pretensión condenatoria del Fiscal, ya que, además,
la apelación se resolvió sin la celebración de una vista
oral donde hubiera podido defenderse de las acusaciones
formuladas en su contra.

También el Ministerio Fiscal conviene con el recurren-
te en que dicha providencia de 23 de enero de 1995,
efectivamente, no le fue notificada, falta de notificación
que, por lo demás, es incluso corroborada por el propio
Secretario judicial del Juzgado de lo Penal núm. 2,
mediante diligencia de constancia de fecha 14 de julio
de 1995, obrante en autos. Sin embargo, dicha irregu-
laridad procedimental, a juicio del Ministerio Público, no
ha podido originar al demandante una verdadera inde-
fensión material con relevancia constitucional, y ello por
dos razones, a saber: en primer término, porque, al habér-
sele dado traslado de hecho del escrito de apelación
del Ministerio Fiscal, el recurrente debió entender, pese
a que la providencia de 16 de enero de 1995 no lo
dijese, que dicho traslado lo era a los efectos de formular
la adhesión u oposición al recurso, toda vez que la Sen-
tencia de primera instancia ya había sido anteriormente
notificada a todas las partes; y, en segundo lugar, porque
otro de los condenados, en la misma situación que el
ahora recurrente en amparo y teniendo ambos el mismo
Procurador, sí llegó a formular en tiempo y forma un
escrito de oposición al recurso del Fiscal, lo que revela
que el recurrente también pudo disponer de la posibilidad
de hacer lo propio.

2. Existiendo acuerdo entre todas las partes del pre-
sente proceso constitucional, tanto sobre el traslado al
demandante de amparo del escrito de apelación formu-
lado en su día por el Ministerio Fiscal, cuanto sobre la
ausencia de notificación al mismo de la providencia de
fecha 23 de enero de 1995, por la que se ordenaba
cumplimentar el trámite previsto en el art. 795.4
L.E.Crim., es evidente que en la tramitación de dicho
recurso se produjo una irregularidad procesal. La cues-
tión a dilucidar, pues, radica únicamente en determinar
si dicha irregularidad produjo una indefensión material
con relevancia constitucional, como sostiene el recurren-
te en los términos expresados anteriormente, o si, por
el contrario, como defiende el Ministerio Fiscal, dicha
indefensión no ha tenido lugar.

Ello es así, en último término, porque, de conformidad
con una reiterada doctrina de este Tribunal, la infracción
de un precepto procesal cualquiera, o el acaecimiento
de una cualquiera irregularidad procesal, no tiene por
qué ocasionar, siempre y en todo caso, la lesión auto-
mática del derecho a la tutela judicial efectiva. Antes
al contrario, la indefensión a que se refiere el art. 24.1
C.E. es tan sólo aquella que produzca un real y efectivo
menoscabo del derecho de defensa de la parte procesal,
un perjuicio de índole material que le impida poder defen-
der sus derechos e intereses legítimos en la esfera del
proceso jurisdiccional (v.gr. STC 145/1990, 230/1992,
106/1993, 185/1994, 1/1996, 89/1997, entre otras
muchas).

3. A tal fin no puede tenerse por decisivo el dato
de que todos los condenados en la primera instancia
tuviesen una misma representación procesal, habiendo
formulado uno de ellos escrito de impugnación frente
al recurso de apelación promovido por el Fiscal —lo que
supuestamente evidenciaría que la totalidad de los mis-
mos, incluido el recurrente en amparo, tuvieron la opor-
tunidad de hacer lo propio—, por cuanto la confección
o no de dicho escrito no es tarea que incumba al Pro-
curador, cuyas labores se ciñen a la representación pro-
cesal de las partes, sino al Letrado de cada una de ellas.
Por eso, si el Letrado de uno de los condenados formalizó
dicho escrito y no lo formalizó el del recurrente en ampa-
ro por entender, según se afirma en la demanda, que
aún no se le había conferido el plazo legal para hacerlo,
no puede decirse que por ello haya quedado descartada
toda indefensión con relevancia constitucional.

De igual manera, tampoco puede aseverarse que el
recurrente incurriera en un error al no interpretar que
la providencia de 16 de enero de 1995, a cuya noti-
ficación se acompañaba el escrito de apelación del Fiscal,
lo que estaba haciendo en realidad era conferir el trámite
de impugnación o adhesión al recurso previsto en el
art. 795.4 L.E.Crim. Y ello no puede aceptarse por dos
distintos motivos. En primer término, porque de la dicción
literal de dicha providencia no podía extraerse semejante
consecuencia, pues su contenido se reducía simplemen-
te a tener por interpuesto el recurso de apelación pro-
movido por el Ministerio y Fiscal, y a aplazar a un momen-
to posterior —el de la notificación de la Sentencia a todos
los condenados, que, desde luego, ya había tenido lugar
con anterioridad— la subsiguiente tramitación del recur-
so. Y en segundo lugar, porque, a la vista del contenido
de la providencia, de 19 de diciembre de 1994, por
la que se admitía el recurso de apelación interpuesto
por el ahora demandante de amparo y, al mismo tiempo,
se ordenaba expresamente dar traslado del mismo a
las restantes partes por el plazo de diez días previsto
en el art. 795.4 L.E.Crim., lo que cabía esperar es que,
con respecto al segundo recurso de apelación, interpues-
to esta vez por parte del Ministerio Fiscal, el Juzgado
se condujese de la misma manera, es decir, que dictase
una providencia donde, aparte de admitir dicha impug-
nación, ordenara igualmente cumplimentar el trámite de
oposición o adhesión previsto en el antes citado precepto
de la Ley Procesal.

4. En definitiva, ha de llegarse a la conclusión de
que en el presente caso ha existido una irregularidad
procesal que ha producido al recurrente de amparo una
indefensión prohibida por el art. 24.1 C.E., al menos-
cabarse su derecho de defensa. Lo que ha de conducir
al otorgamiento del amparo solicitado.

FALLO

En atención a todo lo expuesto, el Tribunal Cons-
titucional, POR LA AUTORIDAD QUE LE CONFIERE LA CONSTITUCIÓN
DE LA NACIÓN ESPAÑOLA,
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Ha decidido

Otorgar el amparo y, en consecuencia:
1.o Declarar que se ha lesionado el derecho del

recurrente de amparo a la tutela judicial efectiva y sin
indefensión.

2.o Restablecerle en su derecho y, a este fin, anular
la Sentencia dictada por la Audiencia Provincial de Alme-
ría el 1 de marzo de 1995, retrotrayendo las actuaciones
al momento ulterior a la admisión del recurso de ape-
lación interpuesto por el Ministerio Fiscal, para que se
dé traslado del mismo al recurrente y así pueda ejercer
su derecho de defensa.

Publíquese esta Sentencia en el «Boletín Oficial del
Estado».

Dada en Madrid, a veintiocho de septiembre de mil
novecientos noventa y ocho.—José Gabaldón López.—
Fernando García-Mon y González-Regueral.—Julio Diego
González Campos.—Carles Viver Pi-Sunyer.—Tomás S.
Vives Antón.—Firmados y rubricados.

24933 Sala Segunda. Sentencia 187/1998, de 28
de septiembre de 1998. Recurso de ampa-
ro 3.259/1995. Contra Sentencia de la Sala
de lo Contencioso-Administrativo del Tribunal
Superior de Justicia de la Comunidad Valen-
ciana, dictada en recurso contencioso-admi-
nistrativo sobre liquidación del IVA. Vulnera-
ción del derecho a la tutela judicial efectiva:
Incongruencia omisiva.

La Sala Segunda del Tribunal Constitucional, com-
puesta por don José Gabaldón López, Presidente; don
Fernando García-Mon y González-Regueral, don Carles
Viver i Pi-Sunyer y don Tomás S. Vives Antón, Magis-
trados, ha pronunciado

EN NOMBRE DEL REY

la siguiente

SENTENCIA

En el recurso de amparo núm. 3.259/95, promovido
por don Francisco Navarro Sabater, representado por
el Procurador de los Tribunales don Antonio de Palma
Villalón, contra la Sentencia de la Sala de lo Conten-
cioso-Administrativo (Sección Primera) del Tribunal
Superior de Justicia de la Comunidad Valenciana, de 19
de julio de 1995, dictada en el recurso contencioso-ad-
ministrativo núm. 766/93, sobre liquidación del IVA. Han
intervenido el Abogado del Estado y el Ministerio Fiscal.
Ha sido Ponente el Magistrado don Tomás S. Vives
Antón, quien expresa el parecer de la Sala.

I. Antecedentes

1. Mediante escrito presentado ante este Tribunal
el 21 de septiembre de 1995, el Procurador de los Tri-
bunales don Antonio de Palma Villalón, en nombre y
representación de don Francisco Navarro Sabater, inter-
puso recurso de amparo contra la Sentencia de la Sec-
ción Primera de la Sala de lo Contencioso-Administrativo
del Tribunal Superior de Justicia de la Comunidad Valen-
ciana, de 19 de julio de 1995, dictada en el recurso
contencioso-administrativo núm. 766/93.

2. Los hechos en los que se fundamenta la demanda
de amparo son, en síntesis, los siguientes:

a) El demandante de amparo interpuso recurso con-
tencioso-administrativo contra la desestimación tácita,

por silencio administrativo, de la reclamación interpuesta
ante el Tribunal Económico-Administrativo Regional de
Valencia contra el acuerdo adoptado el 6 de marzo
de 1992 por la Agencia Estatal de Administración Tri-
butaria, Dependencia de Inspección, Oficina Técnica, por
el que, en el expediente núm. 1.090/90, se confirmó
la liquidación practicada por la Inspección en relación
con la declaración por el Impuesto sobre el Valor Añadido
correspondiente a los ejercicios 1986, 1987 y 1988,
por un importe total de 2.975.444 pesetas.

b) En la demanda alegó prescripción en relación con
el ejercicio 1986 y, además, argumentó la disconfor-
midad a Derecho de las liquidaciones correspondientes
a los tres ejercicios por indebida aplicación del régimen
de estimación indirecta en la determinación de las bases
imponibles. En el suplico de dicho escrito solicitó el dic-
tado de Sentencia, decretando:

«1.o La prescripción del ejercicio 1986.
2.o La indebida aplicación del régimen de esti-

mación indirecta, en orden a fijar la base imponible,
por no concurrir anomalías sustanciales en el sis-
tema contable.

3.o Falta de motivación de los intereses de
demora y consiguiente nulidad de la liquidación
impugnada.»

c) El recurso fue estimado, en parte, en la Sentencia
que la Sección Primera de la Sala de lo Contencioso-Ad-
ministrativo del Tribunal Superior de Justicia de la Comu-
nidad Valenciana dictó el 19 de julio de 1995. En el
encabezamiento de esta Sentencia se dice que el objeto
del recurso es «la denegación tácita de la reclamación
núm. 1.037/92 interpuesta ante el T.E.A.R. de Valencia
en fecha 20 de marzo de 1993 contra la liquidación
girada sobre el Impuesto del Valor Añadido, ejercicio
de 1986». En el primero de sus fundamentos jurídicos
se dice que los motivos del mismo son «en primer lugar,
la prescripción del derecho de la Administración a com-
probar y liquidar ese ejercicio de 1986, y, en todo caso,
la improcedente aplicación del régimen de estimación
indirecta, si al entender no concurren los supuestos para
su aplicación, además de concurrir motivos de nulidad
del acta».

3. En la demanda de amparo se imputa a la reso-
lución judicial recurrida la vulneración del art. 24.1 C.E.,
en su vertiente de derecho a la tutela judicial efectiva
para obtener una resolución motivada sobre el fondo
del asunto, por entender que la Sentencia impugnada
incurre en incongruencia omisiva al no pronunciarse
sobre todos los aspectos del recurso. En concreto, el
demandante de amparo considera que el pronunciamien-
to judicial impugnado debió extenderse a las liquida-
ciones tributarias relativas a los años 1987 y 1988, por-
que así se pidió en la demanda, y al no hacerlo, considera
vulnerado el derecho fundamental alegado.

La demanda concluye con la solicitud de que, otor-
gando el amparo interesado, sea dictada Sentencia en
la que, declarando que la recurrida infringe el
art. 24.1 C.E., se anule la misma, reponiéndose al deman-
dante de amparo en la plenitud de sus derechos conforme
al art. 55 LOTC. También se solicita que, entre tanto,
sea decretada la suspensión «del acto respecto del cual»
se solicita amparo.

4. Por providencia de 20 de marzo de 1996, la Sec-
ción Cuarta de este Tribunal acordó admitir a trámite
la demanda de amparo y, a tenor de lo dispuesto en
el art. 51 LOTC, requerir al Tribunal Económico-Admi-
nistrativo Regional de Valencia y a la Sala de lo Con-
tencioso-Administrativo del Tribunal Superior de Justicia
de Valencia a fin de que remitieran, respectivamente,


